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NOTA EDITORIAL

			Durante los duros años de plomo de la dictadura, algunas figuras académicas del Derecho Político continuaron trabajando e investigando, consiguiendo labrarse en el silencio político provocado por la ausencia de Constitución, un prestigio que por razones de edad no habían podido terminar de consolidar o de madurar en los tiempos de la República en que vivieron o iniciaron su periplo intelectual. Don Manuel García-Pelayo fue la más cabal expresión de la generación intelectual que vino con la República y que vio frustradas sus aspiraciones cívicas por la Guerra Civil y la derelicción política que nos anegó después. Autor de una obra imprescindible en el panorama del Derecho Constitucional contemporáneo, que sin embargo carecía de referente susceptible de aplicación en la realidad política española, García-Pelayo había pasado a los anales de la historiografía de lo político, más como un teórico de la Constitución que como un conocedor de su práctica, implicado en el manejo operativo de sus preceptos, del que apenas se conocían trabajos científicos directamente relacionados con el texto de 1978. La perseverancia y el olfato investigador de Francisco Vila, ha permitido exhumar la prueba definitiva a contrario y poner al alcance de todos, el trabajo inédito de los dictámenes con que el profesor García-Pelayo contribuyó a la elaboración de la Constitución española de 1978. Este libro permite desmentir dos malentendidos frecuentemente dados por buenos con cierta frivolidad académica. Primero, que García-Pelayo permaneció ajeno a las labores de redacción de la Constitución, y segundo que fuera un científico de la política completamente extraño a las técnicas del Derecho. García-Pelayo fue siempre —como pone de manifiesto Manuel Aragón en la presentación que abre este libro— un intelectual de su tiempo, insobornablemente ligado a la causa de la Democracia en su expresión racional-normativa (concepto que él mimo acuño), y que como tal se erige en un clásico del constitucionalismo español del siglo XX, al que Tecnos se honra en acoger a través de su colección Clásicos del Pensamiento con un Inédito que ilumina intelectualmente el momento de ridurre ai principii en que, según parece, nos encontramos.

		

	
		
			
			
PRESENTACIÓN

			MANUEL ARAGÓN

			El azar del destino me ha hecho algunos regalos, entre ellos uno muy especial: conocer a Manuel García-Pelayo y gozar de su amistad. Aunque antes ya había leído y admirado su obra, fue en el año 1978 cuando, en una visita a su casa madrileña de El Viso a la que volvía periódicamente desde Caracas, me lo presentó Francisco Rubio Llorente (mi maestro y su discípulo). Desde ese momento, y hasta su vuelta a Caracas en 1986, tuve una estrecha relación con él y con su esposa, la profesora Graciela Soriano. Ya en la distancia y hasta su fallecimiento en 1991 esa relación siguió, y aún continúa con Graciela, a la que tanto afecto tengo.

			Así a lo largo de aquellos años tuve ocasión de conversar con él de una manera casi permanente, pues rara era la semana en que no nos veíamos una o varias veces, lo que me deparó el inmenso beneficio de disfrutar de su sabiduría y de apreciar a un hombre ejemplar por su honradez personal e intelectual. Era todo un carácter: firme en los principios y austero, como buen zamorano, en el comportamiento; dedicado a lo largo de su vida a la docencia e investigación, que fue su verdadera vocación, además de, temporalmente, al servicio del Estado español, el de la Segunda República, primero (durante la guerra civil)1, y el democrático de Derecho de 1978, después (como magistrado y presidente del Tribunal Constitucional entre 1980 y 1986).

			Nunca tuvo otro empeño que el de perseguir la excelencia en el conocimiento, practicándolo y difundiéndolo, y actuar con rectitud en las tareas públicas que fue desempeñando. Sus convicciones políticas, que las tenía, por supuesto, aunque por su aversión a las declaraciones personales no las proclamase abiertamente, fueron siempre las de un socialdemócrata2, pero procuró que ello no empañase su objetividad intelectual y sus actuaciones institucionales. Aunque generalmente fue un hombre de razones y no de pasiones, dos de éstas sí le embargaron de manera firme y radical: su sentido del honor personal y su condición de español. Nunca dejó de defender lo primero y de practicar lo segundo. Su honda devoción por España la ha señalado muy bien Rubio Llorente al caracterizarlo, acertadamente, como un gran patriota3.

			Sobre la extraordinaria calidad de su obra escrita en materias de Derecho Constitucional, Teoría política e Historia de las ideas y las formas políticas no voy a detenerme aquí, pues esa cualidad está suficientemente reconocida en España y en todos los países iberoamericanos, además de que ya me he referido a ello en algunas publicaciones4. Además, al final del presente libro se incluye un excelente «estudio de contextualización», de Francisco Vila, en el que se facilitan datos muy precisos sobre su vida y su obra5. Tampoco me extenderé en detalles de nuestra relación personal, ya que algunos apuntes sobre ella también se han publicado6. Sólo diré que quizás esa relación es lo único que explica la honra que me deparó su encargo de que escribiera la «introducción» a la reedición en 1984, por Alianza Editorial, de su Derecho Constitucional comparado. Encargo al que me resistí al principio por encontrarlo desproporcionado (pues mi edad y cualificación intelectual eran notablemente inferiores a las suyas) pero que, por su cariñosa insistencia, no tuve más remedio que aceptar.

			En fin, para completar el retrato personal e intelectual de García-Pelayo, quizás no esté de más, porque de eso sí que no hay noticia escrita, narrar un suceso que refleja muy bien su carácter, así como su permanente vocación de profesor universitario, más apegado a la investigación y a la docencia que a las obligaciones burocráticas que lleva anejas el ejercicio de un cargo público. Ocurrió mientras era presidente del Tribunal Constitucional. Como añoraba su oficio de siempre, le sugerí que impartiera un seminario especial en el Centro de Estudios Constitucionales (así se llamaba entonces el actual Centro de Estudios Políticos y Constitucionales), institución que había sucedido al viejo Instituto de Estudios Políticos con el que tan estrechamente estuvo ligado, gracias a la acogida de Javier Conde, entre 1948 y 1951. Aceptó de inmediato y allí, todas las semanas, pudo impartir una clase, a las doce de la mañana, realmente extraordinaria.

			Como entonces yo tenía responsabilidades en la dirección del Centro, decidí ampliar esos seminarios especiales encargándoselos también a otros profesores egregios. De ese modo, durante varios años, un día a la semana, impartieron allí sus clases, además de Manuel García-Pelayo, Luis Díez del Corral, José Antonio Maravall, Enrique Fuentes Quintana, Eduardo García de Enterría, Ignacio Sotelo y Emilio Lledó. Es uno de los mejores recuerdos que tengo de aquella etapa de mi vida. Sin olvidar otro que, en aquel Centro y en relación con García-Pelayo, guardo en mi memoria. En aquellos mismos años (no puedo precisar ahora si lo que voy a contar ocurrió en 1983, 1984 o 1985) les encargué la lección inaugural del curso académico del Centro a Manuel García-Pelayo y a Manuel Tuñón de Lara (con el que me unía una buena amistad que se fraguó en los Coloquios de Pau de primeros de los setenta), sin decirle a cada uno que tendría la compañía del otro, pues quería darles una sorpresa, conociendo el mutuo aprecio que se tenían (entre otras cosas, habían estado juntos en un campo de concentración después de la Guerra Civil). Cuando, antes de la hora de la conferencia, se encontraron los dos en mi despacho del Centro, no pudieron contener su alegría y su emoción. Se dieron un gran abrazo y bajamos después al acto que protagonizaron: fueron dos alocuciones admirables y entrañables. Creo que este relato también ayuda a comprender mejor la personalidad de un hombre tan singular y difícilmente repetible como fue Manuel García-Pelayo7.

			Pero vayamos ya al objeto de esta presentación: el dictamen sobre el Proyecto de la Constitución que en este libro se publica, elaborado por Manuel García-Pelayo en 1978 por encargo de UCD. Una pieza jurídica de singular importancia y que hasta ahora había permanecido inédita8. Conocerla va a servir a los lectores de este libro para aquilatar aún más al García-Pelayo constitucionalista e incluso para comprender mejor nuestra actual Constitución.

			Algunos recuerdos tengo de aquel dictamen, así como de la ayuda que Rubio Llorente9 le prestó para realizarlo, pero son recuerdos muy vagos que no me permiten precisar hasta dónde alcanzó esa ayuda. Cabría presumir que se proyectó más en los comentarios concretos a determinados artículos que en las riquísimas consideraciones generales que en el dictamen se vierten y se prolongan en las dos notas adicionales al mismo (sobre el art. 1.º y la Disp. Adic. primera), cuya redacción (por lo que se dice y por la forma en que se dice) creo que debe atribuirse en exclusiva a la pluma de Manuel García-Pelayo.

			Lo primero que se aprecia en ese dictamen es la posición teórica de que parte, que no es otra que la concepción de García-Pelayo sobre el Derecho Constitucional como disciplina integradora de diversos saberes: jurídico, histórico, político y sociológico. No se trata de una mixtura, o de una confusión metodológica, en la que lo jurídico, simplemente, desapareciera o quedase desvaído con riesgo cierto de la previsibilidad o seguridad que el Derecho debe proporcionar, sino de un saber jurídico que, sin abandonar el método genuino que le caracteriza, necesita, para su «recta comprensión», de las reflexiones históricas y políticas que al Derecho Constitucional prestan auténtico sentido y que, por ello, para «entenderlo» cabalmente, no pueden serle ajenas. De ese modo, el Derecho Constitucional, lejos de desaparecer, se enriquece. No se puede «saber» sin «comprender».

			Esa concepción, que ya había sostenido en la Parte General de su admirable Derecho Constitucional comparado, la utiliza ahora, actualizada y enriquecida como consecuencia del mucho tiempo trascurrido desde que aquella obra se redactó, al examinar una Constitución concreta: la española prefigurada en el Proyecto de 1978. Reveladoras, en ese sentido, de la pertinencia y validez de un análisis así, son las primeras decenas de páginas del dictamen que dedica a la «Teoría de la Constitución española de 1978», en las que examina, con extraordinaria claridad y rigor, el dilema monarquía-república, así como el significado y ventajas de la monarquía parlamentaria; la importancia, aunque también la relatividad, del texto constitucional; el núcleo fundamental de decisión política que cabe detectar en la Constitución10; los valores políticos y las exigencias organizativas presentes en el texto constitucional; las relaciones entre la Constitución y el resto del orden jurídico11; y las modalidades de actualización de la Constitución.

			En esta presentación, que redacto por la amable invitación de Eloy García, y que pretendo sea breve, no procede analizar el desarrollo que realiza García-Pelayo de cada una de las cuestiones antes aludidas (que ocupan más de un tercio del dictamen) pero merece la pena, al menos, aludir a alguno de los problemas que plantea en la última («las modalidades de actuación de la Constitución»). Allí, al referirse a que, además de mediante su reforma, la Constitución puede adaptarse, por la vía de su interpretación, a las cambiantes circunstancia sociales y políticas, nos deja unas reflexiones de extraordinario valor sobre la organización territorial del Estado. Valora positivamente la que el Proyecto contiene, aunque llama la atención sobre las graves consecuencias que podría tener el «infortunado nombre de nacionalidades» utilizado en el Proyecto de Constitución, explicando que, pese a que «no tiene consecuencias constitucionales inmediatas», su «desarrollo ideológico, al hilo de coyunturas políticas indeseables, pero posibles, podría llegar a adquirir significaciones nefastas».

			Para Garcia-Pelayo, el tipo de Estado reflejado en el Proyecto de Constitución no es un Estado centralizado, pero tampoco federal12. De todos modos, lo que sí afirma claramente es que el posible desarrollo del esquema constitucional no permitiría un Estado «multinacional o plurinacional», «nombre a todas luces improcedente», dado que, para él en la Constitución sólo hay un Estado y sólo hay una nación, la española, en la que reside la soberanía, «correspondiéndole a las regiones únicamente la autonomía».

			También cabe resaltar, en esta parte de las extensas consideraciones generales que encabezan el dictamen, sus incisivas reflexiones sobre el tratamiento, en el Proyecto de Constitución, del pluralismo político y social, el sistema parlamentario y el sistema económico. Respecto de lo último, vendrá a sostener que ese texto no garantiza ni una economía enteramente sometida a intervención estatal, ni un capitalismo regido únicamente por las reglas del mercado. Aunque parece estar de acuerdo con algunas doctrinas alemanas del momento, que predicaban la neutralidad de la Constitución en materia económica, creo que de la lectura de las páginas que dedica a ese problema cabe deducir su opinión de que el modelo más fiel a las previsiones del Proyecto de Constitución podría ser el de la «economía social de mercado», que asegura un núcleo de libertad privada pero también una amplia (no ilimitada) capacidad de intervención estatal13.

			A estas consideraciones generales vertidas en el dictamen hay que añadir las que formula en las dos «notas adicionales» que, para unirlas al dictamen, también entrega14 a quien lo encargó: son, como antes ya se ha dicho, una sobre el artículo 1 y otra sobre la Disposición Adicional primera. En ambas se extiende sobre cuestiones nucleares del Proyecto de Constitución: Estado social, democrático y de Derecho, valores superiores del ordenamiento jurídico y garantía de los llamados «derecho históricos». Temas a los que, directa o indirectamente, ya había dedicado una especial atención en sus publicaciones15 y volvería a tratar inmediatamente después de emitir el dictamen16. Sus comentarios y sus observaciones a estas previsiones del Proyecto no tienen desperdicio, tanto por lo que considera acertado, aunque mejorable (en el art. 1), como por sus reparos a la recepción constitucional de los derechos históricos (en la Disp. Adic. primera), al menos en la forma en que el Proyecto lo hace, que, según él, resulta «difícilmente compatible con la soberanía».

			Si pasamos de estas consideraciones generales a los comentarios concretos a los artículos del Proyecto de Constitución, hay una primera característica que señalar: la condición de «Informe» (así la titula) que atribuye a esta parte del dictamen, en el sentido de que no viene más que a proyectar, en el comentario del articulado, las consideraciones generales ya expuestas con anterioridad. Así lo dice expresamente, al advertir, al comienzo de ese «Informe», que el mismo «parte de la inamovilidad de las opciones políticas ya fijadas en el texto aprobado por el Congreso. Se limita, en consecuencia, al análisis y crítica conceptual de las fórmulas concretas utilizadas en dicho texto y a proponer soluciones de orden puramente técnico (en algunos casos, simplemente gramatical), que nada alteran las opciones arriba señaladas».

			En definitiva, se confirma así la opción de García-Pelayo por distinguir, siguiendo a Carl Schmitt, entre las decisiones fundamentales de la Constitución (a las que ha dedicado la primera parte del dictamen) y su concreción técnica a lo largo del articulado, que ha de examinarse a partir, y a la luz, de aquellos principios y valores, materiales y estructurales, que le dan un significado genuino al texto constitucional porque configuran las líneas maestras del orden político (o en otras palabras, del tipo de Estado) que la Constitución establece.

			No voy a detenerme en esta última parte del dictamen, salvo advertir que en ella se formulan observaciones de gran interés en relación con artículos concretos17, y que hay una sorprendentemente escasa atención respecto de algunos preceptos, como sucede con las escuetas nueve líneas que dedica al contenido de un Título tan importante como el X, que regula ni más ni menos que la «Reforma de la Constitución». Hay también una ausencia en el texto del dictamen, referida al Título IX, cuyo objeto es precisamente el «Tribunal Constitucional», pero tal ausencia la explica García-Pelayo señalando, en su lugar correspondiente, que «nuestras observaciones en relación con este título están contenidas en un documento separado del que ya en su día se entregó copia». Lamentablemente ese documento no se ha podido recuperar, pero al menos algo de él sí podemos conocer, pues cabe presumir que la parte esencial de su contenido se corresponde con el de un importante trabajo que, bajo el nombre de «El status del Tribunal Constitucional», publicó en 198118.

			Sobre nuestra Constitución se han publicado infinidad de trabajos (en forma de artículos en revistas especializadas, libros colectivos, monografías y comentarios), pero hay que reconocer que ese acervo resulta notablemente enriquecido por la publicación ahora del dictamen de Manuel García-Pelayo, al venir de la mano maestra de quien, además de ser un eminente historiador y teórico de la política, fue también (probablemente por ello) un eminente constitucionalista. Las profundas reflexiones que en ese dictamen se contienen no sólo reflejan la estatura intelectual de García-Pelayo, caracterizada por la amplitud de sus conocimientos, el rigor y la independencia de criterio, sino que también ayudarán a comprender, de manera cabal, por las virtudes o aciertos que reconoce al Proyecto, el significado de nuestra actual Constitución, pero también a entender, por los defectos y carencias que también señala, algunos de los problemas que hoy se ciernen sobre ella y sobre los que ya, premonitoriamente, había advertido.

			
				
					1 Como oficial de Estado Mayor en el ejército republicano. El sentido de su opción moral por defender entonces a la República española frente a quienes se levantaron violentamente contra ella, me parece que trasluce en las palabras que dedica al general Vicente Rojo en el obituario que publicó en el periódico La República, de Caracas, el 24 de junio de 1966, en las que, al señalar las razones de éste, creo que también está aludiendo a las suyas: «(...) el sentimiento de lealtad al pueblo en armas (...) y el deber de sumisión hacia los poderes políticos a los que debía obedecer como soldado. (...) Entre la vanidad, la aureola y la mediación partidaria, de un lado, y la dignidad, la independencia y la vinculación inmediata con España, de otro, siempre supo elegir estas últimas.»

				

				
					2 Como puede deducirse de su valoración positiva del socialismo democrático que tácitamente se desprende de algunos pasajes de obra, principalmente de su libro Las transformaciones del Estado contemporáneo, o de su artículo: «En torno a marxismo y socialismo», publicado en el diario El País, Madrid, 19 de marzo de 1978. Aunque hombre parco de palabras, los que le tratamos podemos confirmar su proximidad a esas ideas.

				

				
					3 En «Manuel García-Pelayo. Un intelectual patriota», Claves de Razón Práctica, núm. 195, 2009.

				

				
					4 Así en la «Introducción» a la reedición del Derecho Constitucional comparado, una de las obras cumbres de García-Pelayo; en «Política, Historia y Derecho en la obra de Manuel García-Pelayo», Revista Anthropos, núm. 59, 1986; en «Semblanza de Manuel García-Pelayo», Revista de Derecho Político, núm. 75-76, mayo-diciembre 2009; o en el Prólogo al libro de Lucio García Fernández, Idea de la política y de la sociedad en la obra de Manuel García-Pelayo, Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, Madrid, 2013.

				

				
					5 Con atinadas referencias al libro de Lucio García Fernández antes citado, así como también a lo que sobre García-Pelayo han escrito personas muy cercanas a él, como Francisco Rubio Llorente, Pedro Bravo Gala y Francisco Tomás y Valiente, entre otros.

				

				
					6 Me remito a la entrevista realizada por Francisco Vila Conde, «El Maestro que fue discípulo: Don Manuel Aragón nos habla de Don Manuel García-Pelayo», publicada en El Cronista, núm. 92, marzo de 2021.

				

				
					7 Por su carácter y su sentido de la responsabilidad intelectual, siempre independiente y lejos de cualquier sectarismo y de cualquier ambición de fama o fortuna. Por ello, precisamente, al final de su «Autobiografía intelectual» (publicada primero en la Revista Anthopos, en el número ya citado, y después en sus Obras Completas, Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, Madrid, 2009) confesará que «(...) he preferido ser señor de mis propias tareas a menestral de las ajenas y, por consiguiente, nunca he estado en oferta permanente. En una palabra, he procurado evadirme de los engranajes que la actualidad impone a la actividad intelectual, lo que no menciono como una virtud, sino más bien como una deficiencia de adaptación al ecosistema que circunda a la función del intelectual en el tiempo presente. Pero, precisamente por ello, me considero como ejemplar de una especie histórica, de una forma de vida intelectual que, habiendo tenido presencia en la historia occidental desde el siglo XVII, está hoy en curso de extinción».

				

				
					8 Y que ahora por fin ve la luz, enriquecida, además, por la edición cuidadosa del dictamen y la redacción de excelentes notas a pie de página efectuadas por Francisco Vila, que ha sido, no el único artífice, pero sí el principal de la búsqueda y hallazgo del dictamen. A la probada sensibilidad intelectual de Eloy García hay que agradecer la acogida de su publicación por la Editorial Tecnos en la ejemplar Colección de Clásicos Políticos que él dirige. 

				

				
					9 Uno de sus más destacados discípulos, que le acompañó durante años en Caracas, que le convenció para integrarse en el Tribunal Constitucional (del que los dos formaron parte) y que, junto con Pedro Bravo Gala, fue una de las personas que mejor le conocieron. 

				

				
					10 García-Pelayo, sin ignorar los excesos a que la teoría constitucional de Carl Schmitt puede conducir, aprecia intelectualmente la idea schmittiana de la Constitución como decisión concreta, y así lo ha reconocido en diversas ocasiones.

				

				
					11 Aquí se comprueba que seguir a Schmitt en algunas ideas no significaba, para García-Pelayo, apartarse por completo de las de Kelsen, pese a que él confesara, en varias ocasiones, que se sentía más próximo a la construcción intelectual del primero (y también a la de Hermann Heller) que a la dogmática jurídica del segundo.

				

				
					12 Aunque su desarrollo, que no podía prever entonces el autor del dictamen, haya conducido a un Estado autonómico, que si no nominalmente federal, sí puede considerarse, a mi juicio, como «uno de los rostros del federalismo».

				

				
					13 Un mayor desarrollo de esta idea la encontramos en su trabajo «Consideraciones sobre las cláusulas económicas de la Constitución», en el libro colectivo Estudios sobre la Constitución española de 1978, M. Ramírez (ed.), Facultad de Derecho, Universidad de Zaragoza, 1979.

				

				
					14 El 14 de agosto de 1978 entregó el dictamen y la nota adicional sobre el artículo 1; la segunda nota, sobre la Disposición Adicional primera, la entregó el 22 de septiembre, justo dos días antes de publicar en El País el artículo al que se aludirá después.

				

				
					15 Entre otras, en «El Estado social y sus implicaciones», UNAM, México, 1975; Las transformaciones del Estado contemporáneo, Alianza Editorial, Madrid, 1977, o «La teoría de la nación en Otto Bauer», en la revista Politeia, núm. 6, Caracas, 1977, que volvería a publicar después, en 1979, con un título más expresivo: «El tema de las nacionalidades. La teoría de la nación en Otto Bauer», Fundación Pablo Iglesias, Madrid, 1979.

				

				
					16 Así en su artículo en El País, «El proyecto constitucional y los derechos históricos», 24 de septiembre de 1978.

				

				
					17 En la literalidad que tenían en el Proyecto sobre el que recae el dictamen, que después experimentará algunos (aunque pocos) cambios hasta la aprobación del texto definitivo de la Constitución. Ese dato deberá tenerse en cuenta y, precisamente por ello, se acompaña en el presente libro, como anexo, el Texto del Proyecto.

				

				
					18 Revista Española de Derecho Constitucional, núm. 1, enero-abril, 1981. 

				

			

		

	
		
			
			
Inédito sobre la Constitución de 1978

		

	
		
			
			
NOTA EXPLICATIVA DEL TEXTO

			El texto o, más bien, conjunto de textos que se reproducen en el presente libro fueron elaborados por Manuel García-Pelayo y Alonso (1909-1991), quien fuera primer presidente del Tribunal Constitucional (1980-1986), en los meses previos a la aprobación de la Constitución española de 1978.

			En primer lugar, se presentan al lector un conjunto de tres documentos sobre el proyecto de Constitución aprobado por el Congreso (21 de julio de 1978) que García-Pelayo, con la ayuda de Francisco Rubio Llorente (1930-2016), redactó por encargo de Antonio Jiménez Blanco (1924-2014), portavoz de la Unión de Centro Democrático en el Senado por aquellos años (1978-1979). García-Pelayo entregó este primer conjunto de documentos a Jiménez Blanco el día 14 de agosto de 1978. Es decir, cuatro días antes de que el texto del Congreso empezase a ser debatido en la Comisión de Constitución del Senado de la que Jiménez Blanco era miembro.

			Los referidos documentos aparecen intitulados del siguiente modo:

			— «Teoría de la Constitución española de 1978». El título es de Francisco Vila, no de García-Pelayo, puesto que este primer documento carece del mismo. García-Pelayo dividió este primer texto en seis apartados. División que se ha respetado, si bien se han pasado a denominar «capítulos». El título de los capítulos 2 y 3 es de García-Pelayo. Empero, la denominación de los capítulos 1, 4, 5 y 6, «Monarquía o república», «Valores políticos y exigencias organizativas», «La Constitución y el resto del orden jurídico» y «Las modalidades de actualización de la Constitución», respectivamente, son del preparador de la edición, quien los ha puesto para hacer posible la división del texto en capítulos y, por lo tanto, facilitar la lectura. En esta primera parte del libro, García-Pelayo elabora una teoría general de la Constitución española de 1978.

			— «Informe sobre la Constitución». El título y las partes en que se divide es obra de García-Pelayo. Se trata de un comentario, in concreto, al articulado del texto del proyecto constitucional.

			— Además, se añade al final de esta segunda parte una «Nota adicional sobre el artículo 1.º» en la que García-Pelayo desarrolla el concepto de «Estado social y democrático de derecho» consagrado en el artículo 1.1 de la Constitución.

			En segundo lugar, junto a los tres documentos entregados el día 14 de agosto de 1978, hay un cuarto documento intitulado «Los “derechos históricos” y la nación española. Nota a la Disposición Adicional primera». El título es también obra de Francisco Vila, ya que el original carece del mismo. El trabajo fue entregado por García-Pelayo el 22 de septiembre de 1978, solo dos días antes de que se empezase a debatir en el Pleno del Senado el texto surgido de la Comisión de Constitución de la Cámara Alta. La Comisión Constitucional del Senado había introducido modificaciones sustanciales al texto del Congreso respecto de los «derechos históricos» (Disp. Adic. primera). En este último trabajo, García-Pelayo muestra su parecer sobre dicha modificación.

			El preparador del texto —espera que con buen criterio— ha incorporado notas a pie página para facilitar la lectura y difundir la obra de García-Pelayo. De este modo, tanto en la primera parte del libro («Teoría de la Constitución española de 1978») como en la «Nota adicional sobre el artículo 1.º» de la segunda parte se han hecho referencias a la obra de García-Pelayo a fin de aprehender mejor lo que dice. Además, en la primera parte, también se ha reproducido el contenido de los artículos del proyecto a los que García-Pelayo hace referencia. En la segunda parte («Informe sobre la Constitución»), por el contrario, las citas a la obra de García-Pelayo son anecdóticas, si bien sí se ha optado por reproducir a pie de página los preceptos de derecho comparado y de derecho histórico español a los que García-Pelayo hace referencia, además de algunos otros comentarios. Asimismo, en la segunda parte, cada vez que se hace un comentario in concreto a un precepto se reproduce, previamente, el contenido del artículo entre corchetes en el cuerpo del texto. Teniendo en cuenta que García-Pelayo no comenta todos los artículos, sino que, muchas veces, se limita a citarlos, hemos incorporado como «Anexo» al final del libro el proyecto de Constitución aprobado por el Pleno del Congreso el 21 de julio de 1978 y publicado en el Boletín Oficial de las Cortes, núms. 135 y 137, los días 24 y 27 de julio de 1978.

			Para finalizar, ha de advertirse que se ha tratado de respetar al máximo el original, limitándose las correcciones a lo estrictamente necesario. Dicho lo cual, quien ha preparado estos trabajos de García-Pelayo para su publicación, se hace responsable único de todo defecto, formal o gramatical, que el texto pudiera presentar.

			Por FRANCISCO VILA
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			CAPÍTULO 1

			
MONARQUÍA O REPÚBLICA

			
1. SUPERACIÓN DE PROBLEMAS HISTÓRICOS: MONARQUÍA/REPÚBLICA

			España ha superado muchos antagonismos que —no sin razones históricas— estuvieron presentes en tiempos próximos de nuestra historia tales como el clericalismo y el anticlericalismo o monarquía y república. El problema ideológico de las formas de gobierno no tiene sentido en el mundo moderno, y que domine una u otra forma es, más bien, un resultado de la historia que algo que pueda plantearse en términos de metafísica política. Por otra parte, la experiencia histórica universal y principalmente europea ha mostrado que la monarquía es una forma política con extraordinaria capacidad de adaptación y que, en modo alguno es, por esencia, opuesta no solo al desarrollo democrático, sino también al social, como lo han demostrado las monarquías nórdicas. Una percepción más profunda de la historia —que tenga en cuenta los condicionamientos económicos, los antagonismos sociales, las tensiones en el grado de desarrollo de distintos sectores de una sociedad nacional, etc.—, nos obliga a reconocer que las crisis de los sistemas políticos han tenido causas más hondas y complejas que la conducta de los reyes, sin que esto sea negar que la monarquía ha sido a veces encarnada por personalidades nefastas. El problema, por tanto, no se plantea en términos de monarquía y república, sino de qué modelo de monarquía y de qué modelo de república. Y que un rey pueda abusar de su posición en el orden estatal es, ciertamente, algo que puede depender de la personalidad del rey, pero depende también y fundamentalmente de la configuración de las normas constitucionales de su magistratura y del sistema de partidos y de la cultura política del país. En resumen, en un país desarrollado política, económica, social y culturalmente no hay motivos para temer ninguna desviación del poder real.

			
2. LOS PRINCIPIOS DE LA LEGITIMIDAD DEL ACTUAL REY

			A) Jurídico-políticos:

			a) Dinásticos, tal como lo reconoce el proyecto constitucional1.

			b) Constitucionales, puesto que ha sido establecido y/o reconocido por la Constitución que fija sus funciones, atribuciones y significaciones.

			c) Democráticos, puesto que la Constitución será aprobada por las Cortes y sancionada por un referéndum.

			B) Políticos. Véase lo dicho en las páginas adjuntas sobre la funcionalidad2. A las ideas allí expresadas en torno a la funcionalidad de la monarquía puede añadirse este texto de Arend Lijphart (Democracy in Plural Societies. New Haven y London, 1977) cuyas ideas son obviamente aplicables a las condiciones de España:

			El aspecto más importante de una monarquía en una sociedad plural es el grado en el cual simboliza la unidad nacional y sirve con ello de contrapeso a los efectos centrífugos de las hendiduras (cleavages) segmentales. Una segunda función importante es que proporciona al Estado una cabeza neutral y evita la necesidad de encontrar un candidato ampliamente aceptable para esta posición —un problema tal como el de encontrar un presidente no partidista en un régimen presidencialista. Hans Daalder concluye que, en resumen, la monarquía holandesa «ha tendido a desempeñar una substancial función integradora»—. Lo mismo puede decirse que los reyes belgas «son el centro de la liturgia nacional». El rey «es un belga que no es flamenco, ni valón, ni bruxellois».

			El autor, es decir, Lijphart, se refiere después al caso del rey Alberto de Bélgica como motivo de cuestionamiento nacional, pero la cuestión no hace a nuestro caso.

			
				
					1 Artículo 52.1: «La Corona de España es hereditaria en los sucesores de S. M. Don Juan Carlos 1 de Borbón. La sucesión en el trono seguirá el orden regular de primogenitura y representación, siendo preferida siempre la línea anterior a las posteriores; en la misma línea, el grado más próximo al más remoto; en el mismo grado, el varón a la hembra, y en el mismo sexo, la persona de más edad a la de menos». Y su apartado 2: «El Príncipe heredero, desde su nacimiento o desde que se produzca el hecho que origine el llamamiento, tendrá la dignidad de Príncipe de Asturias y los demás títulos vinculados tradicionalmente al sucesor de la Corona de España».

					El texto que finalmente se aprobó como Constitución hace mayor hincapié que el proyecto en la legitimidad dinástica. El artículo 57.1 dice que: «S. M. Don Juan Carlos I de Borbón [es] legítimo heredero de la dinastía histórica». Se puede señalar que, por un lado, es cierto que la Casa de Borbón lleva reinando en España más de tres siglos; pero, de otro lado, no menos cierto es que quien decidió instaurar una monarquía —a contrapelo de la Historia— en el último tercio del siglo XX fue el general Franco. Es probable que, para olvidar ese pasado cercano, los constituyentes enmendasen el texto del Congreso remarcando la legitimidad dinástica. 

				

				
					2 Capítulo 4, infra, pp. 19 y ss.

				

			

		

	
		
			CAPÍTULO 2

			
IMPORTANCIA RELATIVA DEL TEXTO CONSTITUCIONAL

			
1. CONSTITUCIÓN Y SISTEMA CONSTITUCIONAL O SOBRE LA IMPORTANCIA RELATIVA DEL TEXTO CONSTITUCIONAL

			Es conveniente comenzar por dejar claro que un orden constitucional no queda establecido ni desde el punto de vista normativo ni desde el punto de vista político con la elaboración de la Constitución. Ello es así, porque tanto desde uno como desde otro de los puntos de vista —el jurídico y el político— la Constitución es parte de un sistema más amplio y, por consiguiente, su significación dependerá de la interacción con otros componentes del sistema.

			1.1. Desde el punto de vista normativo es claro que el orden constitucional no se agota en la Constitución, sino que a ella habrá que añadir las convenciones constitucionales (es decir, las normas surgidas de la práctica y consideradas como vinculatorias por los órganos y actores constitucionales), las reglas del juego político que en España están incoadas, pero todavía no consolidadas; las leyes orgánicas y ordinarias a las que reiteradamente se remite el texto constitucional; los estatutos regionales; y last, but not least, la jurisprudencia constitucional.

			En consecuencia, sin salirnos del puro campo normativo, la Constitución no es más que una parte, si bien la troncal, del sistema constitucional y, por consiguiente, su significación efectiva dependerá, como antes hemos dicho, de sus interacciones con los demás componentes del sistema; apenas es necesario recordar la fundamental importancia que para la concreción de la Constitución tendrán disposiciones normativas como los reglamentos de las Cámaras, las leyes electorales o de partidos —normas todas ellas que no solo especificarán, sino que podrán incluso directa o indirectamente desviar el sentido o la intencionalidad originarios de los preceptos constitucionales—, los estatutos regionales de cuyo contenido e interconexiones dependerá lo que sea en concreto el Estado español desde el punto de vista de la estructura territorial, y muy especialmente la doctrina constitucional, pues, sin admitir in toto el principio de que la Constitución es lo que los jueces dicen que sea, es claro que su jurisprudencia es fuente de Derecho Constitucional y que del desarrollo de tal jurisprudencia dependerá que en España tengamos un Derecho Constitucional en el verdadero sentido de la palabra.

			Como complemento de todas las anteriores consideraciones véase lo dicho más adelante en el capítulo 6 sobre la pluralidad de posibilidades compatibles con las líneas estructurales establecidas por la Constitución.

			1.2. Pero, además, la eficacia y las modalidades de actualización del sistema constitucional normativo dependerán de sus relaciones con el sistema político, compuesto, entre otros posibles factores, por los partidos políticos, las organizaciones de intereses, las Comunidades Autónomas o sencillamente los intereses regionales, la cultura política subjetivada en actitudes de la población (es decir, en tendencias relativamente estables a interpretar y a responder ante las cosas de una determinada manera), etc. Es obvio que las modalidades de vigencia y, en caso límite, la vigencia misma de la Constitución dependen del grado de consenso o de antagonismo entre los partidos políticos, del número de estos y, sobre todo, de sus relaciones y combinaciones recíprocas, así como de sus conexiones con las organizaciones de intereses, pues, al fin y al cabo, los partidos son los principales actores político-constitucionales, en los que se articula no solamente el cuerpo electoral, sino también las Cortes y el Gobierno. Es no menos claro que las modalidades de vigencia de la Constitución dependen de las actitudes de la población frente al sistema constitucional, lo que, adaptando una distinción de Robert A. Dahl, podemos afirmar que se despliega en los siguientes aspectos: i) actitudes frente a la Constitución (positiva, indiferente, negativa); ii) actitudes frente a los actores jurídico-constitucionales (Parlamento, Gobierno, etc.) y político-constitucionales (partidos, organizaciones de intereses, etc.); iii) actitudes de los actores y de la población ante las relaciones (consenso, cooperación o, por el contrario, afirmación de los intereses particularizados por los partidos, Comunidades Autónomas, organizaciones de intereses, etc.); iv) actitudes frente a los métodos de resolver los problemas (empirismo, pragmatismo, racionalismo, ideológico). Dicho de un modo más breve: de las actitudes depende que la Constitución sea considerada como un orden normativo vinculatorio por sí mismo o como un puro instrumento para la consecución de objetivos e intereses particularizados que en su desarrollo dialéctico podría conducir a un deterioro e incluso a una degeneración de la misma Constitución.

			1.3. A ello podría añadirse que en otras épocas históricas, menos dinámicas que la nuestra y en las que el Estado tenía como función primordial la creación del orden jurídico y solo subsidiariamente la intervención en la vida social y económica, podía razonablemente creerse que con la promulgación de la Constitución —y supuesto el acierto de su formulación— quedaban resueltos los problemas de la estructura y función estatales. Pero este no es el caso de nuestra época acentuadamente dinámica y en la que el Estado es concebido como gestor de la sociedad nacional, del que se esperan no solo límites a su actividad, sino también una serie de prestaciones destinadas a satisfacer las crecientes demandas y necesidades sociales. Lo que podía tener sentido en la época del Estado liberal clásico del que en términos generales podía afirmarse que los preceptos constitucionales se imponían inmediatamente, no puede tenerlo en la época del Estado social en la que muchos preceptos constitucionales solo tendrán realidad a través de su operacionalización por la actividad legislativa y administrativa. Pues, en efecto, si bien la Constitución siempre ha podido ser definida como un programa o un plan de la existencia jurídico-política de una nación, tal carácter programático se acentúa en nuestra época y es bien sabido que un programa solo es real en la medida que se vaya realizando jurídica y políticamente.

			1.4. De todo lo dicho se desprende que es preciso no recaer en la ingenua creencia —eco del mito del Verbo— de que basta proclamar una normatividad constitucional más o menos racional y sabia para que la realidad se estructure con arreglo a ella1, pues, repetimos, la Constitución es parte integrante de un sistema complejo cuyos componentes pueden ciertamente estar condicionados por el texto constitucional, pero bien entendido que, a su vez, la vigencia y/o la modalidad de vigencia de la Constitución están frecuentemente condicionadas por el desarrollo autónomo de factores a su margen, en parte previsibles y en parte imprevisibles.

			1.5. Pero establecer los justos límites de la importancia de la Constitución no significa, ni mucho menos, negar su decisiva importancia y su función determinante tanto en el campo político como en el jurídico.

			1.5.1. En el aspecto político la Constitución: i) dota de legalidad cierta al sistema político y, especialmente, a la actuación de los poderes superiores del Estado. Añade esa sólida base a la acción, contribuye poderosamente a esa fortaleza en la seguridad de la decisión de que dispone un poder que no tiene dudas sobre la legitimidad plena de su ejercicio y al que la misma Constitución le señala sus posibilidades y sus límites. La autoridad basada en la disposición sobre el aparato del Estado se fortalece con la auctoritas del derecho y se evitan así tanto posibles fuentes de indecisión, como posibles abusos en la utilización del aparato estatal que, a la larga, solo conducen a su debilidad como consecuencia del constante gasto de energía, que es siempre limitada2; ii) la Constitución es el regulador jurídico fundamental del sistema político (en el sentido amplio del concepto) el cual si bien tiene su propia dialéctica o racionalidad, no es menos cierto que estas han de mantenerse en el nivel de la normatividad constitucional, lo que contribuye poderosamente a la seguridad en el funcionamiento del sistema y, por lo tanto, a su estabilidad.

			1.5.2. La Constitución es también fundamento del orden jurídico en el sentido de que ninguna norma —pasada, presente o futura— puede tener validez si entra en contradicción con los preceptos constitucionales. Cierto que, como hemos dicho, el significado y la intencionalidad de sus preceptos pueden ser desviados por otras normas del orden jurídico, pero precisamente por estas desviaciones —siempre posibles y teóricamente explicables por el carácter sistemático del orden jurídico— las constituciones, como es el caso de la nuestra, han establecido el regulador de la jurisdicción constitucional que impide los actos o normas que pongan en cuestión la validez de la Constitución como ley fundamental.

			
				
					1 García-Pelayo afirma que el constitucionalismo es producto de la Ilustración, pese a querer romper con todo el pasado en nombre de la razón, no deja de ser teología secularizada. El lugar de la Biblia pasa a ser ocupado por la Constitución. Y esta última, al igual que la primera, vendría a resolver todos los problemas que pudieran plantearse en el ambiente. Merece la pena reproducir sus palabras: «La Revolución francesa comienza con un acto de fe en la palabra escrita al considerar que el desconocimiento y el olvido de ciertos derechos y principios son las únicas causas de los males públicos y de la corrupción de los gobiernos, en vista de lo cual decide escribirlos y proclamarlos en una solemne tabla, para que el futuro se vea libre del mal y de la corrupción. Se trata, pues, de una institucionalización política de la creencia en la fuerza salvadora del verbo escrito. (…) Puede resumirse así: partiendo de unas premisas evidentes seguidas de un discurso lógico, la razón ha descubierto un orden político acorde con la naturaleza de las cosas y que, adoptado por la voluntad del pueblo, ha sido promulgado en un libro sistemático (Constitución) divido en capítulos, títulos y artículos, en el que se encierra toda la nomología jurídico-política. Antes de la Constitución no había más que caos, tenebrosidad, tiranía e incertidumbre políticas; después de ella rige un nomos ordenado, claro, justo y cierto, que funda y fundamenta el orden político». García-Pelayo, M., Las culturas del Libro, OC II, CEPC, Madrid, 2009, p. 1573. 

				

				
					2 García-Pelayo entiende por poder (en un sentido lato) las posibilidades de que se disponen para «lograr un objetivo venciendo las resistencias mediante la aplicación de la energía». Otra definición sería la «capacidad de convertir las posibilidades en realidades mediante la aplicación de la energía». En sentido sociopolítico, poder es la capacidad del titular del poder para doblegar las voluntades contrarias al mismo. Por energía entiende la «capacidad o fuerza para lograr un resultado, es decir, para conseguir un objetivo (consistente en la conservación o en el cambio de un estado de cosas) venciendo las resistencias posibles». Es fundamental distinguir entre ambos conceptos —poder y energía—. Es el titular del poder quien decide sobre la cantidad de energía a aplicar, contra quién, cómo y cuándo. La energía es meramente «un proceso de producción, conservación y reproducción de fuerza». García-Pelayo, M., Idea de la política y otros escritos, OC II, CEPC, Madrid, 2009, pp. 1891, 1893 y 1902. Por consiguiente, cuanto menos sentido sea un poder, cuanta más autoridad tenga, más legítimo sea y más normado esté, menor energía tendrá que emplear para alcanzar los objetivos propuestos. A esto último contribuye una Constitución democrática, como señala García-Pelayo. 

				

			

		

	
		
			CAPÍTULO 3

			
TEORÍA DE LA DECISIÓN: LA DECISIÓN CONSTITUCIONAL

			
1. LA DECISIÓN CONSTITUCIONAL

			1.1. Entre los años 1922-33, Carl Schmitt desarrolló la teoría denominada como decisionismo que afirmaba, en sustancia, que detrás de toda norma, de toda estructura social, de todo orden político, existe una decisión, la cual se convierte, así, en concepto central y originario de las distintas especies de orden, lo que implica tanto la negación del derecho natural como la de una racionalidad trascendente o inmanente a los fenómenos. La decisión, en especial la decisión sobre el caso excepcional, es lo que caracteriza al soberano o, más exactamente, no se decide por ser soberano, sino que se es soberano porque se decide. No es la norma la que atribuye el poder de decisión, sino que es la decisión lo que crea la norma: voluntas, non veritas facit legem1. Bajo estos supuestos Carl Schmitt distingue entre Constitución, de un lado, y norma o preceptos constitucionales, de otro, y entiende que la Constitución es un acto de voluntad del poder constituyente que decide en un único momento sobre la totalidad y la modalidad de existencia política de un pueblo, de modo que la esencia de la Constitución no radica en preceptos o en normas, sino en las decisiones fundamentales sobre el modo de existencia política, tales como monarquía o república, derechos fundamentales de distinto tipo, democracia o autoritarismo, centralismo o federalismo, etc., todo lo demás puede estar en el texto constitucional pero no afecta a la sustancia de la Constitución.

			La decisión en el sentido de opción entre dos alternativas existenciales de la que una excluye necesariamente a la otra —tesis perfectamente coherente con la concepción de la política como la distinción de amigos y enemigos en el sentido público— estaba muy presente en la época en que escribía Carl Schmitt y no solo en el campo de la teoría política, sino también en distintas tendencias del pensamiento (en las que hay que incluir en preeminente lugar a Heidegger) y ante todo en el campo de la praxis política (fascismo y antifascismo, Frente popular versus Frente «nacional», clase contra clase, etc.) culminando en el enfrentamiento verdaderamente decisivo de la II Guerra Mundial. Era, pues, algo que estaba tan presente en aquel tiempo como lo están en el nuestro la «convergencia», la «coexistencia pacífica», el «consenso», etc. Y estando tan presente en aquel período no es de extrañar que el concepto de decisión fuera recogido por un jurista socialdemócrata como Hermann Heller quien define al Estado como la unidad de acción y de decisión más fuerte dentro de un territorio y a la misma Constitución como resultado de un poder constituyente que solo puede ser una unidad de decisión pero, a diferencia de Carl Schmitt, resalta la idea de que la decisión tiene que estar disciplinada y configurada por la normatividad, pues solo la normatividad, solo la objetivación de la decisión en nomas jurídicas, es lo que puede convertirla en vinculatoria. En resumen, la decisión es el supuesto de la Constitución, pero no es la Constitución2.

			1.2. Sin necesidad de caer en dramatismos existencialistas, justificables o, cuando menos, comprensibles por las circunstancias de una época y que eran justamente lo contrario del consenso, es lo cierto que la Constitución es una decisión, pero dándole a este concepto el sentido que tiene en las teorías actuales de la decision making, compatible, desde luego, con el consenso y que puede contribuir a disipar ciertas críticas sobre los procedimientos con los que se ha llevado a cabo la elaboración de la Constitución. La decisión puede definirse en este sentido como la opción consciente —vale decir, racional— entre dos o más alternativas a fin de lograr un estado de cosas deseado y que lleva implícito un cierto factor de incertidumbre que debe, sin embargo, ser reducido en el mayor grado posible.

			Dentro de las teorías de la decision making hay una tendencia que afirma que el hombre está en condiciones de elegir entre todas las alternativas la mejor de ellas supuesto que tenga una idea clara y distinta de sus objetivos, que la reflexión preceda a la acción, que actúe libre de coerciones, que disponga de una información exhaustiva y que tenga la capacidad de procesarla y seleccionarla. Esta teoría de la decisión, llamada de la racionalidad plena, global o total (comprenhensive rationality) o de la optimización de la decisión, ha sido desarrollada en modelos matemáticos principalmente en el campo de la economía y de la estadística. Pero sin poner en cuestión su validez o, mejor dicho, la validez de estos modelos para ciertos fines heurísticos o de formulación de policies, ha sido globalmente rechazada por las tendencias dominantes en la teoría de la decisión y especialmente por aquellas direcciones de la misma que no se ocupan tanto de una abstracta decisión óptima cuanto de cómo se toman en la práctica las decisiones concretas. Según estas direcciones, jamás se dan los supuestos que implica la teoría de la racionalidad global o de la decisión óptima: no se dispone de información exhaustiva, se carece del tiempo necesario, se sabe mejor lo que no se quiere que lo que se quiere y, en todo caso, la clarificación de lo que se quiere no precede a la acción, sino que surge en el curso de esta y al hilo de la confrontación con los deseos, objetivos, valores y tácticas de las otras partes (cuando se trata de un decisor colectivo), etc., y como resultado de todo ello se llega a la conclusión de que no hay decisiones óptimas, sino tan solo soluciones aceptables dados los objetivos planteados, las posibilidades de información y de tiempo de que se dispone y los valores e intereses en juego, soluciones que proporcionan un borde aceptable de satisfacción, procediéndose a elegir una entre aquellas que alcanzan o sobrepasan ese criterio, aunque no sea en términos abstractos la mejor.

			Todo esto viene a cuento de que en las etapas previa e inicial de la elaboración del texto constitucional, al observador un poco avisado en estas materias le producían un cierto estupor las ingenuas esperanzas puestas por algunas personas y grupos en la perfección del texto constitucional o de algunas de sus partes principales o consideradas por ellos como tales, la esperanza de encontrar la Constitución óptima fuera en función de criterios ideológicos, fuera en función de una pretendida tecnicidad jurídica3. Pero cualquiera que conozca los elementos de la teoría de la decisión sabe que ello es utópico4. Por otra parte, en materia constitucional tendríamos que preguntarnos: perfecta u óptima, ¿en qué aspecto?, ¿para qué finalidad?, ¿en qué contexto? Perfecta fue en términos de tecnicidad jurídica la Constitución austríaca de 1920, redactada por Kelsen, y como modelo arquetípico, tanto desde el punto de vista de sus valores o, si se quiere, ideológico, como desde el punto de vista técnico, se consideró a la Constitución de Weimar y, sin embargo, ambas constituciones tuvieron precaria vigencia y escasa duración. Imperfecta en muchos aspectos fue la Constitución (en realidad un conjunto de leyes constitucionales) de la III República francesa, en la que la forma republicana de gobierno fue aprobada por mayoría de un solo voto debido a un despistado que apareció en la Asamblea en el último momento y que se equivocó en la dirección de su voto. Y, sin embargo, esta Constitución duró desde 1875 a 1941, es decir, fue la Constitución más duradera de la historia de Francia. Pero no se trata solamente de fenómenos empíricos, se trata de que, como hemos dicho antes, la Constitución es parte de un sistema político más amplio y que consecuentemente su efectividad depende de los insumos positivos y negativos que reciba de los demás componentes del sistema. No son las bondades de su texto las que han dado eficaz vigencia a las Constituciones británica, de los EE.UU. o de la República Federal Alemana, sino que ha sido el juego de sus textos con el sistema político y cultural en que se alojan lo que las ha convertido en modélicas.

			En conclusión, no tiene sentido pretender que el texto de la Constitución de 1978 sea el óptimo o el mejor de los que abstractamente hubieran sido posibles. Sí tiene, en cambio, sentido, y conseguirlo es un deber de los constituyentes, que tal texto sea satisfactorio tanto desde el punto de vista de las fuerzas políticas en juego, en las que se manifiesta la representación de la nación, como de las funciones que está destinado a cumplir.

			Desde el primer punto de vista (al segundo le daremos un tratamiento autónomo en otros apartados), la decisión constitucional no ha sido el resultado de la imposición de una mayoría a las minorías, sino que ha sido resultado del consenso, es decir, de «la congruencia en las perspectivas de un conjunto de actores» (para emplear la definición de Etzioni); en nuestro caso, los grupos parlamentarios. Congruencia lograda a través de un proceso que, en términos muy esquemáticos, puede considerarse constituido por las siguientes etapas: i) se arranca de la idea vagamente compartida de establecer y consolidar un orden democrático y libre, pero ii) existen desacuerdos y criterios divergentes en cuanto al contenido concreto y a las modalidades de operacionalización de dicha idea, y iii) de la confrontación de estos criterios llevada a cabo con arreglo a determinados métodos surge un resultado aceptable para todos.

			Se ha reconocido, en principio, la paridad cualitativa de los principales sectores políticos con relativa autonomía de su peso cuantitativo, lo que ha tenido como consecuencia que el texto constitucional no sea el fruto de la imposición antagónica, sino que pueda considerarse como el texto de todos con la excepción de personalidades o de grupos minoritarios, quizá muy dignos, pero de representatividad democrática escasa. (Los sociólogos suelen afirmar que hay pleno consenso cuando este alcanza al 90 por 100 de los participantes). Este consenso se ha logrado no tanto renunciando cada uno a sus grandes y divergentes concepciones, cuanto evitando su enfrentamiento y discusión en términos globales, para lo cual se las ha descompuesto en problemas específicos y puntos delimitados que permiten examinar más fácilmente en qué se difiere y en qué se está de acuerdo, lo que facilita poderosamente la convergencia de criterios. Este método ha permitido percibir: i) que ciertas soluciones son neutrales desde el punto de vista de criterios, valores e intereses contrapuestos; ii) que un mismo objetivo puede ser servido por distintos medios, debiendo recordarse que es más sencillo ponerse de acuerdo en los medios que en los fines; iii) que, a la inversa, un mismo medio (vale decir, un precepto o un conjunto de preceptos) puede servir a una multiplicidad de fines y, por tanto, cada cual cree que puede ser utilizado para los suyos propios; iv) que lo que inicialmente era considerado como decisivo por una de las partes no aparece —a lo largo del proceso del consenso— como tan decisivo. Mediante el procedimiento consensual, la Constitución no es la Constitución de un partido o de una tendencia, sino el resultado de la interpenetración recíproca o del acoplamiento de criterios e intereses, en el que cada uno de ellos ha sido capaz de modificar a los demás, a la vez que es modificado por estos. Algunos objetivos partidistas se han dado de lado, otros no previstos han surgido a través de la operacionalización del consenso, con la consecuencia de que puede afirmarse que, en términos generales, la Constitución se ha impuesto por sí misma. Las exclusiones recíprocas y los antagonismos de intereses y perspectivas que pudieran existir inicialmente se han debilitado y entrado en recesión, mientras que el acuerdo, por el contrario, se ha fortalecido y extendido. La contraposición y la mera agregación inicial de intereses y criterios se ha ido integrando a lo largo del proceso hasta lograr un texto que no puede ser imputado a ningún partido, sino a la totalidad del pueblo español. No es, como pensaba el parlamentarismo del siglo XIX, que «de la discusión sale la luz», pues ello es incompatible con una época en la que la racionalidad no está al servicio de ideas abstractas, sino de intereses concretos y en la que se reconoce menos la objetividad de la razón que su instrumentalidad, pero sí es que de la confrontación y el acoplamiento de los criterios e intereses surge un texto constitucional que puede considerarse como satisfactorio para las fuerzas políticas en juego y para el momento actual de la historia de España.

			
				
					1 Según Schmitt, ser soberano significa tener un poder ilimitado de decisión. En último extremo (en el caso excepcional), se ve, dice Schmitt, que el orden jurídico descansa en una decisión del soberano, no en una norma; en la política, no en la Constitución; en lo fáctico, no en lo normativo. Schmitt, C., Teología política en Estudios Políticos, Doncel, Madrid, 1975, pp. 37-43 y 62-63. En esta doctrina sobre el caso excepcional, García-Pelayo sigue al autor alemán. Cf. García-Pelayo, M., Idea de la política y otros escritos, OC II, CEPC, Madrid, 2009, p. 1780.

				

				
					2 Esta idea es fundamental en Heller, quien señala que Schmitt desconoce «el elemento normativo de la Constitución del Estado» y de ahí que, según el genial autor alemán, se centre en la decisión minusvalorando lo normativo. Según Heller, en la raíz de la Constitución está una decisión. Empero, una vez creada, la Constitución regula y disciplina el ejercicio del poder gozando de autonomía respecto de la decisión. «Naturalmente que en la base de toda normación, no solo de la Constitución sino de cualquier ley, existe una decisión más o menos política que crea la norma. Pero en cuanto la decisión adoptada pretenda validez que obligue a la voluntad, ya sea para el mismo que decide, ya para otros, tiene que ser objetivada como norma». Heller, H., Teoría del Estado, Fondo de Cultura Económica, Ciudad de México, 2017, p. 336. Esta idea del autor alemán acompañó a García-Pelayo a lo largo de su obra, si bien con algunos matices. Cf. García-Pelayo, M., Idea de la política y otros escritos, OC II, CEPC, Madrid, 2009, pp. 1779-1780; también, véase, «Sobre la historia y otros temas», OC III, CEPC, Madrid, 2009, p. 3297. 

				

				
					3 Véase, como ejemplo, la entrevista publicada en dos días por El País en la cual él mismo participó. Alguno de los intervinientes daba una excesiva importancia tanto a la perfección jurídica como a evitar un supuesto marxismo que el anteproyecto constitucionalizaría. El País, «Pese a sus defectos, el anteproyecto es un trabajo razonable». En: El País, 7 de febrero de 1978. El País, «"Nación" y "nacionalidades", problema delicado en el anteproyecto constitucional». En: El País, 8 de febrero de 1978. 

				

				
					4 Aquí se ve el gran realista político que fue García-Pelayo. Como él dice, la realidad es aquello que «existe y se me resiste». Siempre existirán elementos, por muy perfecto que sea el texto constitucional, que se escapen al mismo. Por ello, es una mera utopía —pura ilusión— la cosmovisión que parte de que con la aprobación de una Constitución «perfecta» o, cuando menos, óptima se acaban los problemas que puedan surgir en el ambiente. Sobre el realismo político de García-Pelayo, véase el ensayo «Idea de la política» en la obra ya citada Idea de la política y otros escritos, CEPC, Madrid, 2009, pp. 1765 y ss. 

				

			

		

	
		
			CAPÍTULO 4

			
VALORES POLÍTICOS Y EXIGENCIAS ORGANIZATIVAS

			
1. LOS VALORES POLÍTICOS Y LAS EXIGENCIAS ORGANIZATIVAS

			1.1. Entre las funciones de la Constitución se encuentran, de un lado, la de dar forma jurídica a los valores políticos a los que ha de servir el Estado y, de otro, a las líneas básicas de su organización: ha de fijar como misión del orden estatal el respeto y/o la realización de ciertos valores (como la libertad, la igualdad, el bienestar, la autonomía de las entidades territoriales, etc.), y ha de organizar los poderes del Estado en forma tal que lo conviertan en una unidad de decisión y acción dotada de la máxima eficacia posible, principio que si siempre ha sido inexcusable lo es todavía más en el Estado de nuestro tiempo al que se le exige satisfacer tantas demandas económicas, sociales y de otra índole y que se desarrolla en medio de un ambiente extraordinariamente complejo1.

			Es obvio que ambos términos se implican y condicionan entre sí. Pues, de una parte, la vigencia de ciertos valores solo es compatible con determinadas formas organizativas: por ejemplo, la democracia con una estructura ascendente del poder estatal, cuya máxima institucionalización es el Parlamento elegido por sufragio universal; el liberalismo con una estructura que limite por distintos medios el uso arbitrario de los poderes públicos y especialmente las lesiones de la libertad; la procura existencial por distintos sistemas de prestaciones de servicios por parte del Estado o controlados por el Estado; la autonomía regional por una estructura plural-territorial del poder público. Pero, de otra parte, las exigencias organizativas y, concretamente, la garantía de la unidad de decisión y acción del Estado inciden sobre las posibilidades, modalidades y límites de la realización de ciertos valores. Para poner un ejemplo obvio: no sería posible, ni a nadie (que yo sepa) se le ha ocurrido proceder cada seis meses a la elección de diputados, pues, si bien ello disminuiría las posibilidades de divergencia entre la voluntad del representante y la voluntad de los representados y satisfaría, así, a los principios democráticos, no es menos cierto que, entre otros lamentables efectos, haría imposible la continuidad de la acción estatal.

			No se trata de sacrificar ninguno de los términos al otro. Se trata de adquirir conciencia de su necesario equilibrio y acoplamiento, acoplamiento que viene ya simultáneamente dado y exigido por las condiciones de la sociedad industrial de nuestro tiempo. Pues, en efecto, de un lado, la experiencia muestra que cuando los pueblos alcanzan un cierto nivel histórico y una determinada cota de desarrollo económico, el sistema democrático y libre se revela no solo como el más favorable por sus valores intrínsecos, sino también como el más eficaz para el desarrollo económico y social, para la más fértil integración de la sociedad nacional y para la mayor funcionalidad en la actuación de los poderes públicos. Se trata de un hecho constatable y constatado por simples correlaciones estadísticas que muestran el paralelismo entre el desarrollo de las instituciones democráticas y el desarrollo económico y social2. Pero, de otro lado, el análisis politológico nos enseña que la libertad, la democracia, el juego equilibrado de las distintas fuerzas sociales y, sobre todo, la satisfacción de las demandas crecientes de la sociedad solo son posibles en un Estado fuerte y eficaz en el que los poderes públicos gocen de la necesaria capacidad de decisión y acción y, en una palabra, de autodeterminación, bien que sometidos a los debidos límites y fiscalizaciones. En resumen, en las condiciones de la sociedad del presente, la realización de los valores políticos, entre los que se cuenta promover el desarrollo económico y el bienestar y el cuidado del Estado por las condiciones de existencia de sus ciudadanos, no se consigue tan solo por la inhibición estatal —como en la belle époque del liberalismo—, sino también y preponderantemente por la acción del Estado y, por consiguiente, no se le pueden negar los medios de acción.

			1.2. Creemos que el texto constitucional cumple con los requisitos a los que nos hemos venido refiriendo. Pocas constituciones son tan generosas como la nuestra en cuanto al número y heterogeneidad de los derechos y libertades proclamados o reconocidos, tanto los que ponen límites a la acción de los poderes públicos como los que le imponen prestaciones. En este sentido y sin necesidad de entrar en detalles irrelevantes podemos decir que la tabla de derechos y de libertades responde a la tradición liberal, a los principios democráticos y al carácter social del Estado. Pero la profusión de derechos está debidamente regulada en cuanto que la Constitución distingue —distinción, por lo demás, común al Derecho Constitucional de nuestro tiempo— entre aquellos derechos que tienen carácter de derechos públicos subjetivos creadores de pretensiones jurídicas concretas exigibles ante los tribunales o las autoridades administrativas, y aquellos que tienen carácter programático y/o orientador para las decisiones legislativas, gubernativas, administrativas y judiciales.

			Establece distintas formas de democracia política: la indirecta o representativa, la directa en forma de referéndum, derecho de petición e iniciativa legislativa por parte de los ciudadanos; y se prevén o se prometen formas de participación y de democracia económica y social en distintas esferas. A ello hay que añadir la constitucionalización de los partidos y de las organizaciones de intereses como vehículos necesarios para la actualización de la democracia y se prevé la creación de un Consejo destinado a democratizar la formulación de planes económicos para lo que, en todo caso, se contará con las previsiones de las entidades representativas del sector económico.

			1.3. Si bien es cierto que algunas personalidades y sectores que han intervenido en la elaboración del proyecto constitucional han mostrado una desconfianza hacia la fortaleza del Estado —como si se tratara todavía del Estado franquista y no de un Estado social con un gran número de funciones, pero al que su carácter democrático garantiza el control popular de sus decisiones y al que su carácter de Estado de Derecho le impide caer en la arbitrariedad y en el abuso de poder— no es menos cierto que el proyecto constitucional responde en conjunto a las exigencias organizativas del Estado.

			1.3.1. En este orden de cosas debe comenzarse por mencionar a la Corona, institución clave cuyo titular, símbolo de la unidad y permanencia del Estado, queda al margen de los avatares de la contienda electoral y es independiente de cualquier fracción. A la cabeza del Estado hay pues una institución cuyo titular no representa nada más que al Estado, que no tiene otros intereses que los del Estado y que si bien no posee o apenas posee poderes de decisión política, es la institución integradora de los poderes en los que se condensan las decisiones superiores del Estado y el regulador de las líneas básicas de su estructura, tal como se desprende especialmente de los artículos 57 y 583.

			1.3.2. Es suficientemente conocido el destacado poder del Gobierno en el Estado de nuestro tiempo en el que a sus funciones tradicionales se le añaden las de cuidar del desarrollo económico nacional, formulando y operacionalizando los correspondientes planes, realizando obras de infraestructura, redistribuyendo la renta nacional y asumiendo para ello la prestación de los correspondientes servicios, protegiendo del despilfarro los recursos naturales no renovables; desarrollar una política exterior mucho más compleja que la del tiempo pasado; mantener la integración social no por simples métodos autoritarios, sino a través de un sistema complejo de medidas de distinto tipo, etc. En una palabra, es necesario un Gobierno fuerte, estable y dotado de la suficiente capacidad de decisión y acción4. A pesar de ciertas resistencias y reticencias, puede afirmarse que el proyecto constitucional ofrece posibilidades para ello.

			Es claro que la Constitución ha establecido un régimen parlamentario. Pero como decía Hugo Preuss, autor del proyecto de la Constitución de Weimar, «el parlamentarismo es enemigo de todos los absolutismos, incluyendo el del mismo Parlamento». Cabe añadir que, además de la verdad intrínseca de esta formulación, las condiciones de nuestro tiempo harían disfuncional no tanto la amplitud de los poderes parlamentarios cuanto la indisciplina en el uso de estos poderes5. En tal sentido estimamos que el proyecto constitucional, a través de los procedimientos establecidos en los artículos 93, 106 y 1076, proporciona al Gobierno las necesarias garantías de estabilidad e impide las crisis salvajes e impremeditadas. Pasando a otro aspecto de la cuestión, si bien nadie duda que el Parlamento debe conservar la preeminencia legislativa, no es menos cierto que esta ha de adaptarse a las condiciones y coerciones del tiempo presente que, de un lado, se caracteriza por el fenómeno cuantitativo del gran volumen de la legislación requerida y, de otro, por el fenómeno cualitativo de que una buena parte de la legislación tiene carácter técnico cuyo enjuiciamiento detallado exige una información y unos conocimientos de los que frecuentemente carecen los parlamentarios (al menos mientras no dispongan de los adecuados staffs como es el caso del Congreso norteamericano y en cierta medida del Bundestag de la República Federal Alemana) y, en fin, porque actualmente la legislación no solo tiene la función de crear un orden general y abstracto para la acción de los ciudadanos, sino que ella misma es instrumento de acción, de intervención en los acontecimientos («leyes medida»), lo que implica en muchas ocasiones que la legislación ha de ser tan rápida como los acontecimientos mismos7. Estimamos que el texto constitucional tiene en cuenta estas condiciones al autorizar las delegaciones legislativas para la emisión por el Gobierno de decretos legislativos (arts.76-79)8 y al prevenir la posibilidad de que el Gobierno, dentro de ciertos límites y con las pertinentes garantías, pueda dictar disposiciones legislativas provisionales en forma de decretos-leyes, así como se prevé también el procedimiento legislativo de urgencia (art. 80)9.

			Anteriormente nos hemos referido a la enorme importancia que tiene el Gobierno en el sistema estatal de nuestro tiempo. Pero el Gobierno solo puede cumplir su cometido bajo una disciplina que garantice su unidad de acción, tanto más necesaria cuanto más extenso y complejo es el ámbito de su actuación. Somos de la opinión de que el proyecto constitucional establece los supuestos para un presidente fuerte en cuanto que le atribuye la dirección del Gobierno y la coordinación de las funciones de sus restantes miembros, lo que equivale a otorgarle poderes de estructuración y ordenación internas; designa a los ministros, sin más límite que el posible veto del rey (pues «proponer» no es decidir sobre un nombramiento, sino sugerir un nombramiento del que la autoridad a la que se le propone puede disentir, tal como se muestra patentemente en el art. 93.110). Con todo, el papel y la significación del presidente del Gobierno dependerá de dos factores, a saber, de la ley orgánica que regule la estructura del Gobierno y de la idea de la institución presidencial que se forme a lo largo de la praxis de su ejercicio.

			1.3.3. El proyecto constitucional establece una serie de preceptos capaces de neutralizar las posibles tendencias centrífugas y disgregadoras que pudieran irrumpir con motivo de la nueva organización territorial. Así, el Estado toma a su cargo la garantía de la solidaridad entre las distintas regiones cuidando del equilibrio económico entre todas ellas (art. 132)11, garantía que se perfecciona con la atribución del artículo 125 que faculta al Estado para llevar a cabo una planificación económica extendida a todo el territorio nacional y que tendrá entre sus objetivos el equilibrio y la armonización de los desarrollos regionales12. Conviene insistir, aunque sea muy brevemente, en la importancia de esta facultad, ya que en la actual etapa del Estado la planificación constituye uno de los instrumentos más importantes para llevar a cabo directa o indirectamente políticas de distinta especie, de modo que, más allá de su jerarquía formal, la ley del plan puede seguir en importancia real a la Constitución y, en todo caso, es —empleando una expresión clásica— uno de los derechos mayestáticos más decisivos de nuestro tiempo. En todo caso, este precepto garantiza la unidad de la dirección económica nacional.

			El Estado central mantiene el control sobre lo que podemos denominar la infraestructura administrativa regional, concretamente la autonomía de los municipios y la personalidad jurídica de las provincias, así como su carácter de división territorial para el cumplimiento de las actividades del Estado (art. 135)13. Se reserva al Estado la facultad originaria para el establecimiento de los tributos, compatible con las facultades en este sentido de las Comunidades Autónomas, pero, en todo caso, la oberheit o soberanía fiscal se reserva al Estado14.

			Las posibles tendencias a la disgregación legislativa y judicial quedan neutralizadas: i) por la sumisión de todas las disposiciones regionales a la Constitución y por la primacía del derecho del Estado en todo lo que no esté atribuido exclusivamente a la competencia regional (art. 143.3)15; ii) por la competencia del Estado para dictar leyes que coordinen las disposiciones normativas de las Comunidades Autónomas, aun en el caso de materias atribuidas a la competencia de estas; iii) por la unidad jurisdiccional establecida en el artículo 11716 y por las competencias atribuidas al Tribunal de Garantías Constitucionales17, quien garantiza, por otra parte, la sumisión a la Constitución tanto del Estado central como de las Comunidades Autónomas. Véase, además, infra 1.3.4.III).

			1.3.4. Sería improcedente desarrollar aquí consideraciones teóricas sobre las situaciones de necesidad, de urgencia, de excepcionalidad o de emergencia. En todo caso, es obvio que una Constitución debe prever aquellos casos en los que o bien las exigencias funcionales de la gestión estatal impidan seguir los procedimientos ordinarios, especialmente en materia legislativa, o bien los métodos para restablecer la normalidad, sin la que es imposible la vigencia de la normatividad y que puede implicar la suspensión temporal de algunos preceptos constitucionales para salvar a la Constitución como un todo18. El proyecto constitucional, siguiendo en este punto las soluciones y experiencias del Derecho Constitucional de nuestro tiempo19, ha previsto las siguientes medidas:

			I) En materia legislativa puede solicitarse el procedimiento de urgencia para la discusión parlamentaria de un proyecto de ley20, a lo que se añade que en caso de necesidad extraordinaria y urgente cuya atención no admita demora, el Gobierno podrá dictar disposiciones legislativas provisionales (decretos-leyes) a reserva de ciertas materias y bajo la fiscalización parlamentaria a posteriori21. Además, previa delegación de las Cortes, el Gobierno puede dictar normas con rango de ley, con excepción de ciertas leyes orgánicas y bajo la fiscalización de las Cortes sobre el recto uso de la delegación22. Este último procedimiento está orientado, en términos generales, a lograr una mayor eficacia en la legislación sobre ciertas materias que la que podría obtenerse por el método ordinario23.

			II) Ante situaciones que pongan en riesgo el normal funcionamiento de las instituciones, se prevén los estados de alarma, de excepción y de sitio y la correspondiente suspensión, al menos para los dos últimos, de ciertas garantías constitucionales, todo ello bajo la ratificación, autorización o decisión del Parlamento (según se trate de estado de alarma, de excepción o de sitio)24.

			III) Bajo la inspiración del famoso artículo 48 de la Constitución de Weimar y quizá, en general, de la intervención federal, el artículo 149 establece que el Gobierno, autorizado por el Senado, podrá tomar las medidas necesarias para obligar a una comunidad autónoma al cumplimiento de las obligaciones que le impongan la Constitución y las leyes o el interés general de España25.

			IV) Finalmente, se prevé que una ley orgánica determine los casos de suspensión de determinados derechos y libertades para ciertas personas en relación con bandas armadas o grupos terroristas26.

			
				
					1 En el ambiente sumamente complejo en que se mueve, el Estado social encuentra su legitimidad tanto en el principio democrático como —y sobre todo— en el principio de eficacia («capacidad efectiva para satisfacer las crecientes demandas que le plantea la sociedad», García-Pelayo, M., Las transformaciones del Estado contemporáneo, OC II, CEPC, Madrid, 2009, p. 1688). En palabras del jurista español: «No seré yo quien diga que la legalidad y la democracia hayan dejado de ser o deban dejar de ser principios de legitimidad. Pero las cosas tienen su lógica, y si el Estado de nuestro tiempo es un Estado administrador, un Estado de prestaciones y, en resumen, un Estado manager, está en la lógica de las cosas que la eficacia en la gestión pase a constituir uno de los principios de legitimidad que, en ocasiones, se anteponga a otros, y que el principio de legalidad tienda a subordinarse al de eficacia». García-Pelayo, M., «Algunos temas de Derecho Constitucional contemporáneo», OC III, CEPC, Madrid, 2009, p. 2825.
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